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�En toda sociedad la conducción y ejecución de la función de defensa, son temas relevantes.  La función de defensa, además de constituir una de las funciones básicas de toda sociedad, es también el eje en torno al cual se articula la relación entre el poder político y el estamento militar, relación que cualquiera sea la arquitectura jurídica de la sociedad y su nivel de desarrollo y madurez política, sigue siendo un punto de inflexión en el adecuado funcionamiento de cualquier sistema político.

La adecuada dirección y ejecución de la función de defensa y una sana relación entre el poder civil y el estamento castrense, son relevantes a todas las sociedades pero resultan especialmente significativos - y en ocasiones complejos - en los sistemas democráticos.  Mientras que en los sistemas autocráticos las instituciones militares son en sí el gobierno o son parte de éste por mecanismos de alianza y lealtad ideológica, es consustancial a los sistemas democráticos la existencia de una relación jurídicamente formal de subordinación del estamento militar al poder civil, en términos de asegurar una jerarquización de funciones y una adecuada prescindencia militar respecto de la política contingente.

Sin embargo, es evidente que la sola estructuración formal de tal relación de subordinación jerárquica no resulta suficiente en muchos casos para asegurar el profesionalismo militar ni menos para que el Estado ejecute  efectivamente la función de defensa.    La estructuración  formal, si bien  constituye  el sustrajo  legal primario  de  la relación  entre el poder  político y el mundo militar,  no necesariamente asume las especiales características de tal relación ni permite abordar las múltiples variables políticas, estratégicas, financiera,  tecnológicas y sociales implícitas en la función de defensa.

Así, y por vía meramente ejemplar, se tiene que en lo que dice relación con los procesos decisionales implícitos en la función de defensa, éstos  son  distintos en la organización política encargada de la dirección de la función (el Ministerio de Defensa o la agencia que haga sus veces) y en las organizaciones encargadas de la ejecución material de la misma, las fuerzas militares.  De ello se sigue que ya en el campo de los procesos decisionales de la función de defensa, no basta la mera estructuración formal y jurídica de la relación entre director y ejecutantes sino que es necesario que aquél que asume su cometido en términos de ejercer  efectivamente un  liderazgo  sobre los entes que le están subordinados.

La función de defensa se ejecuta en varios niveles y corresponde cada uno a diversas organizaciones en la estructura del Estado, tal estratificación es relativamente simple en la óptica teórica, pero su aplicación práctica es a menudo sutil y por lo mismo, compleja.  La cabal compresión de los niveles de ejecución de tal función y los mecanismos propios de cada uno es fundamental en una adecuada relación político-militar.  El correlato a la subordinación de los militares al poder civil, es la obligación de éste a ejercer verdaderamente sus potestades en el ámbito de la función de defensa.  La mera existencia en el nivel político, de una organización encargada del sector no es suficiente; es imprescindible que tal organización lidere y conduzca a la función en su conjunto, dentro de su esfera de competencias públicas y asumiendo las cuestiones básicas inherentes a la función, las cuestiones de  “gran estrategia” que inciden en el posicionamiento del Estado en el Sistema Internacional y las variables militares y de seguridad implícitas.  No menos relevante es la cuestión del cometido del Congreso en la función de defensa, tanto como estadio de generación de los consensos respecto de éste como en su papel de proveedor de los recursos financieros indispensables para el funcionamiento material de las agencias de la defensa.

Lo expresado sugiere el tenor y la estructura del presente documento.  Se trata de identificar los distintos niveles de la función de defensa y analizar que corresponde decidir a cada uno para luego, en la Segunda Parte, analizar la forma como se ejecuta tal función, en cada nivel, y, finalmente, referirse a la interacción que se produce entre los distintos actores que en sus respectivos ámbitos de competencia, ejecutan la función de defensa, con conclusiones finales referidas a los patrones y mecanismos teóricos del proceso decisional en sus respectivos niveles de conducción.

Cabe hacer presente que este es un tema difícil de abordar, especialmente por la falta de literatura a su respecto.  Ello es consecuencia de que se trata de un tópico formalmente superado en las democracias de más desarrollo y que en todo caso, se inscribe en los análisis más generales de funcionamiento del Estado.  Por otra parte, en el medio regional y subregional es un tema recién emergente y hasta ahora ha sido en cierta medida, opacada por el estudio de las relaciones civiles-militares en sus variables fundamentalmente políticas.

Es fácil para el nivel político abdicar de sus responsabilidades de conducción y liderazgo en la función de defensa; el ejercicio de la misma es complejo y requiere a la vez voluntad política y competencias profesionales en las élites civiles.  Pocos estados son invulnerables al fenómeno; aún en aquellos con larga tradición de subordinación militar al poder civil, éste puede renunciar tácitamente a sus responsabilidades en este campo:  en Chile, la clase política, que durante el S. XX paulatinamente renunció a conducir la función, aún en sus aspectos financieros, limitándose a un cometido esencialmente burocrático y formal.

La conducción y liderazgo civil de la función de defensa no solo es un atributo del sistema democrático; puede ser también un factor de estabilidad política, en la medida que contribuye poderosamente a la existencia de sólidas relaciones civiles-militares y que además, si existen niveles similares de participación civil en los países del Hemisferio, ello facilita los diálogos bi y multilaterales de seguridad.

I  PARTE

Los niveles de conducción de la función de defensa

A)  La función de Defensa

La defensa es una de las funciones básicas de toda sociedad, condición que comparte con el gobierno interior, el manejo de la hacienda pública y la administración de justicia.  El ejercicio de la función de defensa es responsabilidad exclusiva del Estado  y, al igual que los demás cometidos públicos, se efectúa por medio de una política pública específica que subsume sus elementos programáticos, sus variables financieras y los mecanismos de control de su eficiencia y eficacia.

La función de defensa es, en lo sustancial, la forma como el Estado se protege de los riesgos de seguridad que genera el Sistema Internacional en su condición eminentemente anárquica y al mismo tiempo, asume las oportunidades de cooperación para la consecución de sus fines de seguridad y existencia y la forma como contribuye a la paz y la estabilidad internacional.

En esta óptica, la función de defensa tiene tres objetivos específicos:

Constituye  el elemento básico que permite al Estado existir el Sistema   Internacional como entidad soberana y actor internacional independiente, capaz de generar y perseguir sus propios intereses.

Da protección al territorio geográfico del Estado y a sus zonas dependientes o de interés; al mismo tiempo disuade de cualquier agresión a dichos espacios territoriales.

Protege  la  proyección y  realización  de los intereses del Estado en el  Sistema Internacional, apoya su actividad diplomática y sustenta los valores que ésta proyecta a dicho sistema.

La función de defensa ha experimentado paulatinamente una significativa mutación.  Mientras que tradicionalmente su cometido era esencialmente reduccionista, en términos de girar en torno a la protección física del territorio del Estado y poco más, en la actualidad sus cometidos son más amplios en cuanto su finalidad principal tiene un marcado carácter inmanente como apoyo permanente y básico a la existencia misma del Estado en el Sistema Internacional.  Tal evolución ha sido consecuencia de los cambios ocurridos en tal sistema en cuanto al uso de la fuerza, especialmente en los últimos quince años:  la probabilidad de uso real de la fuerza en contra del territorio del Estado, en la forma tradicional, es menor pero las desregulaciones recientes en los esquemas de seguridad internacional generan condiciones objetivas de inestabilidad potencial que hacen indispensable al Estado contar de manera permanente con un respaldo de fuerza de modo de asegurar su contínua existencia como entidad soberana y la capacidad de ejercerla realmente, así como el desarrollo y consecución de sus intereses.

Desde luego, el cometido tradicional de la función de defensa, esto es, la protección del territorio del Estado y sus zonas geográficas de legítimo interés, no ha perdido vigencia; antes bien ha tomado nuevas dimensiones, en cuanto las formas de agresión han evolucionado, aunque no todas tengan un origen estatal.  Las nuevas amenazas a la seguridad como el terrorismo, el crimen organizado y otras, en algunos casos tienen respuestas militares afines a las que generarían formas de agresión más convencionales.

Por otra parte en muchos escenarios estratégicos, las formas convencionales de agresión no pueden ser descartadas.  El hacerlo, probablemente las incentivaría.  De ahí que la disuasión como estrategia de protección del Estado y de generación de estabilidad mantenga su plena validez.  Aún los esquemas de seguridad cooperativos, en cuanto descansan en una condición de equilibrio estratégico como prerequisito de su funcionamiento, implican el funcionamiento igualmente exitoso de la disuasión.

La función de defensa, en sus múltiples finalidades, es parte de la forma como el Estado se presenta al Sistema Internacional.  Todos los países desarrollan, internamente, un proyecto de inserción internacional cuya extensión y nivel de sofisticación dependerán usualmente, del grado de desarrollo de las instituciones públicas y del nivel y calidad de su diplomacia.  Habida consideración de la naturaleza del Sistema Internacional contemporáneo y de los fenómenos actuales tales como la Globalización, el proyecto de inserción internacional de los Estados tiende a ser cada vez más integrado, en términos de potenciar y maximizar cada una de las variables de poder nacional implícitas en su proyección internacional.  Esto es especialmente aplicable a la relación entre política exterior y política de defensa.

Naturalmente, tal integración varía considerablemente según el Estado de que se trate, pero la tendencia es ineludible.  Incluso países con políticas exteriores de antigua data y alta calidad, pueden tener dificultades de integrar adecuadamente los demás elementos de poder nacional, especialmente aquellos relativos a la función de defensa; es perceptible especialmente en América Latina, donde los principales actores internacionales tradicionalmente han desarrollado políticas exteriores de gran eficacia comparativa, pero solo han podido estructurar políticas de defensa de similar nivel en tiempos muy recientes.  Chile es n buen ejemplo de lo aseverado.

No obstante los niveles de integración que deben existir entre las distintas políticas públicas que materializan la proyección del Estado en el Sistema Internacional, desde el punto de vista de la organización administrativa, las funciones públicas consideradas individualmente, tienen especificidades propias y su conducción y ejecución corresponde a entidades públicas igualmente específicas y en nivel de competencia definidos.

B)  Los procesos Decisionales en la Función de Defensa

En términos generales, los procesos decisionales inherentes a la función de defensa no son fundamentalmente diferentes de los que recaen en las demás funciones públicas.  En efecto, tales procesos se nutren, e lo sustancial, de los mismos componentes estructurales y de la existencia de roles específicos en el proceso mismo de toma de decisiones.  Tal similitud genérica se ve reforzada por el hecho que el objeto de tales decisiones es igualmente la satisfacción de determinadas necesidades públicas, aunque aquellas propias de la protección externa de la social, la esencia de la función de defensa, tengan características especiales.

Con todo tal similitud es tan solo genérica.  Las decisiones en materias de defensa nacional presentan particularidades especiales que acotan fuertemente los procesos correspondientes.  Estas peculiaridades se pueden catalogar en dos órdenes separadas:

a)  las licitantes funcionales, que aluden a los factores externos e internos que acotan las decisiones inherentes a la defensa, especialmente aquella que se dan en sede de la política de defensa, y

b)  los factores estructurales, que se refieren a la naturaleza distinta de los órganos superiores de la defensa y de las agencias encargadas de materializar la función respectiva.

Limitantes funcionales

Estas limitantes se manifiestan especialmente en el ámbito de la política de defensa.  Su esencia radica en el hecho que ninguna decisión de la autoridad pública, cualquiera sea la función involucrada, está enteramente libre de factores condicionantes, pero aquellos presentes en el caso de la función de defensa y por consiguiente en la política respectiva, son usualmente más inmutables y ajenos a la voluntad y la capacidad de cambio de las autoridades públicas.

Convencionalmente, los factores limitantes de las decisiones en la función de defensa se clasifican en aquellos de origen internacional y los de raigambre doméstica.  Esta clasificación es, con todo, algo antojadiza; la línea que las divide es tenue y a menudo, sutil.  El nivel de gasto en defensa de un país es usualmente considerado como una limitante doméstica de la política respectiva; sin embargo, ese nivel representa lo que una sociedad valora su independencia política lo que a su turno refleja la percepción que ésta tiene sobre los riesgos y oportunidades generados por el sistema internacional.  Además, no todos los condicionantes de la política de defensa pueden ser clasificados en las dos categorías anteriores.  El conjunto de valores imperantes en una sociedad es considerado por varios autores como sumamente relevante en la ejecución de la función de defensa, pero aunque es ciertamente un condicionante externo, su naturaleza excede lo meramente doméstico.

Con todo, esta clasificación es funcional a los dos tipos de decisiones inherentes a la política de defensa, las que Huntington ha separado en “decisiones estratégicas” que “se generan en las categorías de la política internacional” del Estado y las “decisiones estructurales” que son las “Que se adoptan en el ámbito de la política doméstica”.

Condiciones internacionales

Las limitantes de naturaleza internacional se dividen genéricamente en dos categorías:

i )   los factores de política internacional propiamente tales y

ii)  la influencia de la historia y la geografía en la ejecución de la función de               defensa

Las limiitantes internacionales giran, en primer lugar, en torno al poder y la posición del estado en el sistema internacional.  Nada limita y acota más la capacidad de acción de un país como su posición relativa en dicho sistema.  Este principio es aplicable a todas las nacionales, cualquiera sea su tamaño pero naturalmente, es más perceptible en el caso de las potencias medias y los estados pequeños.

En buena medida, la ubicación de un estado en el sistema internacional determina su relación con los demás integrantes del sistema.  Pero esta relación no es siempre lineal y además es mutante.  En la medida que el sistema internacional como cualquier sistema social, puede ser definido en términos de beneficio para sus integrantes pero cuya distribución será siempre desigual, los estados menos favorecidos, con el tiempo, intentarán alterar el sistema en beneficio propio.

La posición del país en el sistema internacional constituye un factor primario en el proceso decisional inherente a la función de defensa, en cuanto delimita los parámetros externos en los cuales se puede desarrollar tal función y genera el marco de referencia general para la definición de la política respectiva.

Las decisiones propias de la función de defensa se ven acotadas también por las políticas de alianzas y seguridad colectiva del país y por sus otros compromisos internacionales.  Toda alianza o sistema de seguridad colectiva representa una limitación a la capacidad del país de actuar en el sistema internacional.  Esto es particularmente válido en el caso de los sistemas de alianzas en la medida que la membrecía a uno obliga al país a adaptar sus políticas de defensa y en términos más amplio, el ejercicio todo de la función de defensa a los fines y objetivos colectivos de la alianza.  Lo mismo es válido para con la participación en sistema de seguridad cooperativos.  Así, por ejemplo, para un país integrante de un sistema de seguridad cooperativo, por definición sustentado en una situación de equilibrio estratégico, la adquisición de un sistema de armas inevitablemente estará aotado por sus efectos en la funcionalidad del sistema.

La historia y la geografía constituyen elementos condicionantes de la función de defensa.  La historia enseña y los pueblos aprenden con la experiencia.  Las pasadas experiencias de un pueblo informan las grandes cuestiones de su política de defensa.  Así, por ejemplo, toda la historia militar rusa ha girado en torno a la necesidad de protegerse de las invasiones desde Occidente, desde la Edad Media hasta 1941, lo que inevitablemente condiciona la actitud actual de Moscú respecto de la expansión de la OTAN.

La historia orienta también decisiones más funcionales en torno a la política de defensa; el obtener una cierta paridad naval con Argentina, objetivo permanente pero no siempre logrado de Chile en el S. XX, estuvo basado en el éxito de una política similar para con el Perú el S.XIX.

Los efectos de la historia no sólo se refieren a cada país en particular.  En la medida que todos los estados son parte de procesos más amplios como el Absolutismo o la Ilustración, es evidente que dichos fenómenos han condicionado la forma como cada sociedad enfrenta su problemática de seguridad externa.

La geografía igualmente impone condicionantes al proceso decisional de la función de defensa.  Desde luego existe un cierto determinismo entre la configuración geográfica de algunas regiones y la dinámica de relaciones de seguridad de los estados que allí se ubican.  Por otro lado, la geografía impone ciertas decisiones estratégicas que los conductores políticos no pueden descartar.  Finalmente para algunos estados, la geografía les condiciona su desarrollo de un modo particular lo que afecta sus concepciones y manifestaciones de seguridad internacional.

Condicionantes Domésticas

Las condicionantes domésticas de las decisiones de defensa se agrupan básicamente en aquellas relativas a cuestiones financieras y las de naturaleza política.

El nivel de gasto en defensa de un país es un factor limitante de primera magnitud en cualquier proceso decisional de política de defensa.  La defensa es una de las varias funciones que debe realizar el estado; por ello debe competir con las otras por la asignación de los recursos necesarios, dentro de un universo fiscal limitado.  Además, los niveles de gasto militar son difíciles de cambiar, de no mediar circunstancias extraordinarias.  Igualmente, los patrones de gasto del presupuesto de defensa son difíciles de modificar, los compromisos de largo plazo contraídos conspiran contra una rápida evolución de los criterios históricos de su asignación.

Los niveles de gasto militar y el patrón de inversión de éste, constituyen limitantes absolutos para la función de defensa y los procesos decisionales deben aquilatarlos a cabalidad.

Las condicionantes políticas dicen relación por una parte con la capacidad efectiva de la estructura política de tomar decisiones en el ámbito de la defensa, habida consideración que este es el ámbito en que más se diferencian las estructuras políticas civiles de aquellas de naturaleza militar.  Por otro lado, las estructuras civiles de decisión inevitablemente reflejan la personalidad del decisor y su estilo personal.

Finalmente las condicionantes políticas a las decisiones de la función de defensa se manifiestan en su permeabilidad respecto de las ritualidades y variables de la política contigente del país.  Toda política de defensa refleja en parte los valores y actitudes de la sociedad; por ello sus decisiones invariablemente se verán afectadas por cuestiones ideológicas, sin embargo su mayor o menor permeabilidad a tales consideraciones puede constituir un elemento condicionante de magnitud en los procesos decisionales respectivos.

Variables Estructurales

Las variables estructurales dicen relación con la distinta naturaleza de los entes públicos que tienen responsabilidades primarias en la ejecución de la función de defensa, el Ministerio de Defensa o agencia que hace sus veces y las fuerzas militares, y a la circunstancia .  Estos entes toman decisiones de una manera totalmente distinta, situación única en la estructura de la administración del estado.

La dirección y ejecución superior de la función de defensa corresponde a la Organización Política de la Defensa, usualmente bajo la forma de un ministerio u órgano de similar rango.  Este ministerio o equivalente comparte todas las características del resto de los organismos de la administración del estado tanto en su organización como en su personal y en términos más generales, en su ethos.  La ejecución de esta función, a su turno, corresponde a las fuerzas militares cuya organización, integración de dotaciones y propósitos son además percibidos como muy distintos de los de la administración civil del Estado.

Por otra parte, el proceso de toma de decisiones en cada ente es completamente diferente.  Mientras que en la Organización Política de la Defensa este proceso es fundamentalmente horizontal, sujeto a negociación y fácilmente reversible, en la fuerza militar es un proceso primariamente vertical, marcadamente unívoco, no siempre reversible y posiblemente más eficiente.  A lo anterior debe agregarse que las fuerzas militares no trasmiten al ministerio su modalidad orgánica de tomar decisiones.  De ello se sigue que los procesos respectivos son diferentes y quienes deben tomar resoluciones deben advertir las limitaciones y también las ventajas, que tal diversidad puede generar en las instancias ejecutoras de la función, en sus respectivos niveles.

C)  Niveles y Responsabilidades de Conducción de la Defensa

Como toda función pública, la de defensa se ejecuta en distintos niveles que en términos amplios corresponden a la dirección superior, que fija los objetivos generales de la misma y al nivel de ejecución, que transforma dichos objetivos amplios en acciones concretas.

Tal clasificación genérica, por demás aplicable a todas las funciones públicas, en el caso de la defensa presenta peculiaridades especiales.  Por lo pronto, existe en este caso un tercer nivel en el que se imbrican las directivas generales con la ejecución material de la función.  Por otra parte, se tiene el hecho que como se ha expresado, la dirección superior de la función de defensa corresponde a una agencia gubernamental (el Ministerio o Secretaría de Defensa) y la ejecución de la misma a otro tipo de agencias, las fuerzas militares, cuyas características organizacionales, de funcionamiento y sociológicas son completamente distintas de las de la organización superior, situación diríase única en la organización del Estado.  A su turno, no toda la ejecución de la función de defensa se ejecuta en el nivel de las fuerzas militares; un alto porcentaje es ejecutado por el mismo nivel ministerial o por reparticiones de éste distintas de las de tipo militar.

Todo loa anterior conspira contra una clasificación demasiado estructurada de los diversos niveles de conducción y ejecución de la función de defensa.  Sin embargo, es posible identificar y clasificar de un modo genérico los referidos niveles, atendiendo más a la naturaleza de las decisiones que deben tomarse en cada nivel y al mayor o menor involucramiento de la autoridad civil vs. la militar y viceversa.

1.  La responsabilidad del nivel político

La responsabilidad que cabe al nivel político en la dirección y ejecución de la función de defensa, es compartida entre el Ejecutivo y el Congreso, cada uno en su esfera de competencias públicas.

a)  El ámbito de responsabilidad del Ejecutivo

Históricamente, la responsabilidad del Ejecutivo respecto a la función de defensa estuvo centrada en la política de guerra y en la conducción política de las hostilidades.  Ambos conceptos descansan en la circunstancia que, indudablemente, la guerra es un hecho político tanto como es un acontecimiento militar.

La política de guerra, en esta óptica, es la preparación del país para afrontar exitosamente un conflicto armado internacional, estructurar los elementos de poder nacional durante el conflicto y aprovechar políticamente la victoria o minimizar los efectos de una eventual derrota.  En consecuencia, la política de guerra implica la fijación de los objetivos políticos del conflicto y la implementación de las medidas orientadas a potenciar la capacidad del país para afrontar un conflicto bélico, en todos sus aspectos; durante el conflicto, deberá ejercer la conducción general del esfuerzo de guerra, de un modo armonioso con la conducción militar de la misma y de en la posguerra, utilizando sobre todo a la diplomacia, debe obtener el máximo provecho de la victoria militar, transformándola en una paz provechosa para el país y duradera.

A su turno, la conducción política de las hostilidades implica la fijación de los objetivos del país en la guerra, los demás métodos de lograrlos, que no sean el militar (a cargo del nivel estratégico) la potenciación de los medios nacionales y la preparación del fin de las hostilidades.

Estas son aproximaciones históricas y además, están centradas solamente en el fenómeno bélico, como eje en torno al cual se articulan los niveles de responsabilidad de la función de defensa.  A mayor abundamiento, esta aproximación asume que el uso de la fuerza solamente implica una confrontación bélica de carácter total, dentro de la óptica de la segunda mitad del S. XIX y del S. XX hasta el término de la Guerra Fría.

Es evidente que en la actualidad, tales conceptos resultan algo insuficientes, en la medida que no abarcan la mayor complejidad y sutileza del uso de la fuerza, ni las estrategias nacionales orientadas a la disuasión o las amenazas de uso de la fuerza o su empleo en pequeña escala para apoyar objetivos políticos limitados.  Con todo cabe hacer presente que los principios generales del conflicto bélico continúan siendo los mismos, solo que sus manifestaciones y modalidades han evolucionado y con ellos las responsabilidades que caben al estamento político.

En esta óptica, en la actualidad la responsabilidad del Ejecutivo respecto de la función de defensa se manifiesta en tres órdenes de ideas:  

las decisiones de gran estrategia, esto es aquellas relativas al posicionamiento del país en el sistema internacional, desde la perspectiva de la seguridad internacional

la conducción y ejecución superior de la función de defensa merced de la elaboración y aplicación de la política de defensa, y

la ejecución sectorial de la política respectiva, en aquellas áreas cuyo componente político supere a sus contenidos militares o en las instancias que no correspondan a la ejecución material de la función en el campo militar

Todo lo relativo al posicionamiento del país en el Sistema Internacional es responsabilidad del Ejecutivo; es este el nivel encargado de la conducción de la relación del país con los demás integrantes del Sistema.  Por ello es en este nivel donde se resuelven aquellos aspectos más relevantes para la seguridad exterior del Estado.  Aquí se produce la interacción y coordinación entre su política exterior y su política de defensa.  Corresponde al Ejecutivo efectuar la evaluación primaria de la situación internacional y determinar como las condiciones del Sistema Internacional afectan o pueden afectar los intereses del país (lo que en Chile se denomina la Apreciación Global Político-Estratégica) y la forma como pueden contrarrestarse las amenazas que se adviertan o la manera de fortalecer las ventajas que esa situación presente para el país.  De igual modo, es el nivel Ejecutivo el que debe determinar los objetivos básicos de seguridad internacional del Estado y los requerimientos estratégicos que tal condición generan para el país.

En segundo lugar corresponde al nivel Ejecutivo ejercer la conducción superior y el liderazgo de la función de defensa, fijando las doctrinas correspondientes de uso de la fuerza y definiendo la política de defensa (q.v.) como instrumento de ejecución de la función respectiva.  Estas son funciones especialísimas del Ejecutivo en la medida que el ejercicio superior de la función de defensa por parte de las autoridades públicas constituye el pilar de las relaciones civiles-militares en el sistema democrático.  Esta conducción no solo debe limitarse a la dirección formal de la organización, en los términos prescritos en el ordenamiento legal, sino que debe constituirse en un liderazgo efectivo de la autoridad política civil sobre la organización militar.  Aquí resulta relevante lo expresado respecto de la distinta naturaleza de la organización superior de la defensa y las fuerzas militares encargadas de ejecutar materialmente la función.

Este nivel incluye además la definición de la política de defensa como instrumento de ejecución de la función.  Este es una responsabilidad exclusiva del Ejecutivo, cualquiera sea la forma de generación de los consensos propios de tal política.

Finalmente, corresponde al nivel político, en su vertiente Ejecutiva, la implementación de la política de defensa en aquellos aspectos cuyos elementos políticos superan a sus elementos militares.  Así, cuestiones tales como la política de adquisición de sistemas de armas - un componente fundamental de la política de defensa - se inscriben en esta categoría.  Lo mismo es válido para con la política militar del gobierno, entendida como la actitud del gobierno (ya que no del Estado) hacia las fuerzas armadas en cuestiones tales como ascensos, remuneraciones, participación en la vida nacional, etc.

b)  El ámbito de responsabilidad del Congreso

En términos generales, corresponde al nivel político en su vertiente legislativa tres cometidos específicos en relación a la función de defensa:

i)   es la  instancia en la cual deben generarse los consensos básico en   relación a la política de defensa

ii)   corresponde al Congreso la provisión de los recursos financieros para el cumplimiento de la función de defensa, y

iii)  le corresponde la función de fiscalización de eficiencia y eficacia de la manera como se cumple la función

	En el campo de los Estudios Estratégicos y de las Relaciones Civiles Militares es ampliamente aceptado que la política de defensa, por definición, debe ser una  política de Estado, esto es que sus provisiones principales sean compartidas por todos los actores del espectropolítico del país de modo que las alternancias períodicas en el poder propias del sistema representativo, no afecten su implementación.

	Ello requiere un alto grado de consenso sobre los fines y medios de la función de defensa.  Existen varias formas de lograr ese consenso pero posiblemente el mejor escenario es el Congreso.  En efecto, allí están representadas todas las corrientes políticas lo que sumado a su condición de poder del Estado, da a los acerbos allí logrados una especial fuerza  vocación.  A lo anterior se agrega el mayor nivel de profundidad que se advierte en sede legislativa respecto de la función de defensa, en comparación con otras instancias potenciales de debate.

	En segundo lugar, el Congreso proporciona los fondos para el cumplimiento de la función de defensa.  Aunque normalmente es el Ejecutivo el que presenta al parlamento sus estimaciones sobre todo el gasto público, incluido el de defensa, es en definitiva la corporación colegiada la que resuelve cuanto efectivamente se asignará a esta función.  Es efectivo que en Latinoamerica usualmente se utiliza el criterio histórico de corto plazo respecto de la asignación de defensa, en el sentido de aprobar presupuestos similares a los del año anterior, pero ello no invalida el aserto respecto del cometido del Congreso en relación a la provisión financiera de la función de defensa.  Por otra parte, el Parlamento proporciona una instancia adecuada para los eventuales debates más de fondo sobre el gasto militar del país.

	En tercer lugar, pero de ninguna manera es lo menor, el Congreso constituye la instancia de fiscalización de la eficiencia y eficacia de la política de defensa, es decir la forma como dicha política se está aplicando por el Ejecutivo y como ésta está efectivamente asegurando la seguridad externa del país.  Este cometido por cierto, se inscribe en la facultad de fiscalización general del Poder Legislativo, una de sus funciones básicas que en los sistema bicamerales está radicado en la cámara baja.

	Ahora bien, estas dos últimas funciones, la provisión financiera y la fiscalización de la política de defensa, requieren que el Congreso o más precisamente, las comisiones de defensa de ambas cámaras dispongan de una asesoría de alto nivel y de carácter permanente.  Esta es una cuestión crucial.  El disponer de una asesoría independiente, permanente y de alto nivel es una condición indispensable para que los parlamentarios puedan apreciar en plenitud los variados temas relacionados con la provisión de fondos para la defensa.  De igual modo tal asesoría permitirá a las comisiones respectivas fiscalizar adecuadamente la actividad del Ejecutivo y de las fuerzas armadas en cumplimiento de la función de defensa y reprimir los eventuales casos de corrupción en este campo.  En los sistemas comparados existen varias formas de materializar asesorías de este tipo, que van desde la existencia de esquemas permanentes y de dedicación exclusiva hasta la presencia de un asesor especializado permanente con facultades para contratar servicios en las diversas disciplinas inherentes a la función de defensa.

	Esto cierra el ciclo del nivel de responsabilidad del nivel político en la función de defensa.  Se trata de una responsabilidad conjunta del Ejecutivo y del Legislativo que además se imbrica en la relación entre ambos poderes del Estado dentro de sus respectivas competencias, en la conjunción de la actividad pública.

2.  La responsabilidad del nivel estratégico

	En términos generales, corresponde al nivel estratégico-militar la responsabilidad de ejecutar la función de defensa en sus aspectos netamente militares, en cumplimiento de los objetivos políticos que le imponga el nivel político, más específicamente el Ejecutivo por intermedio del Ministerio o Secretaría de Defensa y con los recursos financieros sancionados por el Congreso.

	En consecuencia corresponde al nivel militar formular el concepto global estratégico que constituye el pilar fundamental del uso de la fuerza en defensa del territorio del Estado, sus intereses internacional, en apoyo de sus actividad diplomática o en cumplimiento de los compromisos internacionales del país.

	Este concepto debe transformar los objetivos políticos definidos por el Ejecutivo, necesariamente generales, en planteamientos concretos de uso de la fuerza en apoyo a defensa de los intereses y variables antes mencionadas.  Paralelamente, corresponde al nivel militar la responsabilidad en los ámbitos de personal y logístico de modo de complementar las concepciones generales de empleo de la fuerza.

	Definidas las concepciones estratégicas generales, corresponderá al nivel militar definir la doctrina de guerra de las fuerzas armadas y la preparación de los planes de empleo de la fuerza, ya sea en sus cometidos más clásico de defensa del territorio del país o en sus cometidos más contemporáneos relativos a la protección de sus intereses o a la participación del país en operaciones internacionales de paz.

	En tercer lugar es de responsabilidad exclusiva del nivel militar todo lo referente al alistamiento operacional de las fuerzas, así como el entrenamiento de las dotaciones.  Sin embargo, en lo que respecta al alistamiento operacional, bajo ciertas circunstancias, su nivel puede ser definido directamente por el estamento político; la responsabilidad de su materialización sin embargo se mantendrá radicada en el nivel militar.

	Una cuestión interesante de resolver es el grado de injerencia del nivel político en la conducción estratégica de las fuerzas y en general, en el ámbito de dominio militar.  Desde luego la experiencia histórica sugiere que en caso de conflicto armado actual, es poco aconsejable la injerencia civil en la conducción de las operaciones, amenos que intervengan situaciones extraordinarias que el mando político advierta y deba corregir.  La cuestión es más compleja en tiempos de paz y en caso de uso de la fuerza en situaciones de gran contenido político.  Desde luego, no se trata de un problema de potestades; si el ministerio de defensa está encuadrado en la línea de mando, puede intervenir en cuestiones comparativamente de detalle, pero en la relación civil-militar normal ello es frecuentemente poco aconsejable en cuanto introduce un elemento de incertidumbre que afecta principalmente al estamento militar.

	Distinta es la situación en caso de so de la fuerza en apoyo a los intereses del estado, de su actividad diplomática o en situaciones de crisis en que el uso de la fuerza, o la amenaza de su utilización, sea un instrumento para un fin esencialmente político.  En estos casos puede resultar casi inevitable una injerencia permanente del nivel político en los ámbito de responsabilidades propios del nivel militar.  Ello sugiere la existencia de una instancia especial que posibilite tal interacción sin afectar el éxito de las operaciones militares involucradas, que dependerá de la abstención del gobierno de intervenir en la conducción misma de las operaciones, opción que históricamente ha demostrado tener altos riesgos y comprometer casi irremediablemente el éxito de las operaciones.

II  PARTE

El ejercicio de la función de defensa

A)  Naturaleza de la Función de Defensa

La función de defensa, como se ha expresado, es una función básica de toda sociedad.  Al igual que todas las demás necesidades públicas, la de defensa es suplida por medio de una función pública específica que comparte todas las demás características de las funciones públicas principales, especialmente la circunstancia de ser competencias exclusiva del Estado, de extenderse tal competencia a la totalidad del territorio del país, de su espacio aéreo y de sus aguas territoriales y que su ejecución favorece por igual a todos los habitantes del país.

No obstante el carácter primario de la función de defensa, la defensa es, en sí, un fenómeno secundario o derivativo que proviene de la posibilidad de agresión, tomada como el uso ilegítimo de la fuerza para fines de política internacional.  El uso de la fuerza para fines de política internacional - la guerra - es, desde luego, un fenómeno recurrente en la historia de la Humanidad.  No obstante diferentes iniciativas jurídicas para ponerle fin, especialmente durante el S.XX, la guerra continua siendo un instrumento válido en el Sistema Internacional; ilegítimo en su forma de agresión más jurídicamente autorizado en el caso de la legítima defensa.

La función de defensa y las instituciones encargadas de ejecutarla, surge de necesidad de preservar la soberanía del Estado y s integridad territorial.  Así, fue Vegencia quien acuñó la famosa frase:  si vis pacem para bellum.  El fundamento de tal acerbo es que la prevención evita o disminuye, la posibilidad de agresión y eventualmente, evita el triunfo del agresor.  La guerra es fundamentalmente violencia organizada ejercida por una entidad política en contra de otra entidad política, entendido ese planteamiento en sentido amplio.  Desde lego esto admite gradaciones, especialmente en lo que respecta a la naturaleza de las entidades políticas.

La función de defensa ha experimentado considerables variaciones a lo largo de la historia las que, en lo sustancial, han respondido a la evolución de la naturaleza del conflicto bélico.  Así de ser una actividad limitada a la preparación del conflicto cuando este resultaba necesario (para el agente proactivo o inevitable para la entidad política afectada por la agresión, al carácter global y omnicomprensivo del conflicto total propio de la segunda mitad del S XIX y todo el S XX, pero siempre orientado fundamentalmente a la preparación contra una agresión de naturaleza militar.

En los últimos años, la función de defensa se ha extendido en su conceptualización, especialmente como resultado de la condición más sutil, con mayor contenido político del uso de la fuerza en las relaciones internacionales.  Así, como se ha expresado en la I Parte, esta función tiene en la actualidad tres objetivos específicos:

Es el elemento básico que permite al Estado existir en el sistema Internacional como entidad soberana y actor internacional independiente, capaz de generar y perseguir sus propios intereses.

Da protección al territorio geográfico del Estado y a sus zonas dependientes o de interés; al mismo tiempo, disuade de cualquier agresión a dichos espacios territoriales.

Protege la proyección y realización de los intereses del Estado en el Sistema Internacional, apoya su actividad diplomática y sustenta los valores que ésta proyecta a dicho sistema.

La defensa es una función compleja en cuanto implica coordinar elementos políticos, estratégico-militares, tecnológicos, financieros y aún sociales.  Por otra, la defensa no incluye solamente a las fuerzas armadas sino que a una pluralidad de actores comenzado, en la cúspide, con la Organización Política de la Defensa, normalmente el Ministerio de Defensa o la agencia que haga sus veces en la organización del Estado, a diversos entes administrativos dependientes de dicho ministerio y a las fuerzas militares como las agencias ejecutoras de la función.

La función de defensa es en la actualidad, una función permanente.  Los tres objetivos ya indicados tienen necesariamente un carácter permanente.  A mayor abundamiento, la condición multidisciplinaria de tal función contribuye a su condición de permanencia.  El apoyo a la realización de los intereses internacionales del Estado a su política exterior y especialmente su condición de puntal de existencia del Estado como entidad soberana, dan la condición de permanencia.  Lo mismo es válido respecto de la necesidad de integrar las cuestiones políticas, las variables estratégicas, financieras y sociales implícitas en la función.

Por otra parte, la experiencia histórica y las características del conflicto armado internacional moderno, así como el tipo de fuerzas militares que se requiere, demuestra que un dispositivo de defensa eficaz no puede improvisarse.  Es necesario mantener una estructura organizacional y técnica idónea para responder a la agresión y apoyar la actividad internacional del Estado.  Esta es la esencia de la disuasión.  Para ser eficaz ésta debe ser permanente y renovarse de modo constante según las necesidades políticas, militares  y tecnológicas que presente el entorno internacional del país.

Es pertinente aludir aquí a los aspectos sociales de la función de defensa.  Desde luego resulta fundamental analizar el tema de la integración personal de la función.  No solo militares están involucrados en ésta; toda la teoría moderna de funcionamiento de la Organización Política de la Defensa, especialmente de los ministerios o agencias similares, descansa en la creación de una burocracia civil especializada (q.v.) que se integra con elementos militares en el seno de los ministerios.  En lo que respecta a la integración de las fuerzas militares, la evolución de la función de defensa en los términos ya descritos apunta desde luego a la mayor profesionalización posible de sus cuadros permanentes.  Algo similar ocurre en el caso de la conscripción para aquellos países que aún la mantienen.

El entrenamiento militar moderno es complejo y largo.  Ello milita en la actualidad en contra de la mantención de los ejércitos de conscriptos y su reemplazo por una fuerza íntegramente profesional y voluntaria.  Tal fuerza está en condiciones de responder a los múltiples desafíos y variables de la función.  Igualmente favorece los grados de alistamiento comparativamente más altos que pueden requerir países para responder a sus compromisos internacionales, especialmente en lo referente a su participación en fuerzas internacionales de paz.

La función de defensa es una cuestión prioritaria y permanente para el Estado, aunque su inmanencia real varíe de una sociedad a otra, variaciones que, en ocasiones, son extremas.  una adecuada y mesurada respuesta de las necesidades de seguridad externa de cada país es una garantía de estabilidad internacional, en la medida que refuerza la disuasión, creando entonces condiciones para la cooperación regional y subregional.

B)  La Política de Defensa y sus Políticas Derivativas

      Definición e implementación

Como todas las demás funciones públicas, la de defensa requiere para su implementación, de una política pública específica que defina sus objetivos, asigne sus recursos financieros y establezca mecanismos de control de eficiencia y eficacia.  De igual modo la política de defensa requiere de políticas derivativas que aborden aspectos específicos de la función, contribuyendo a su ejecución plena.

La política de defensa puede definirse como aquel acápite de la política pública general del Estado orientada al cumplimiento de la función de defensa.  En consecuencia abarca el análisis de la situación internacional y la forma como ésta abarca la condición de seguridad exterior del país, la definición de sus objetivos generales y específicos de seguridad exterior, derivados de su posición en el sistema internacional, la determinación y la forma de obtención de los medios materiales y recursos financieros para cumplir dichos objetivos, el funcionamiento de la agencia encargada de dirigir el cumplimiento de la función de defensa y la definición de mecanismos de control de eficiencia y eficacia de la política correspondiente.

Además de la política de defensa propiamente tal, el adecuado cumplimiento de esta función requiere de políticas derivativas que posibiliten la ejecución de la política principal.  Estas son:  a)  la política militar, b)  la política de adquisiciones militares y   c) la actitud del gobierno respecto de las fuerzas armadas.

a)  La Política Militar

Convencionalmente, la política militar es aquel componente de la política de defensa directamente relacionado con los aspectos militares de la función, especialmente con las fuerzas armadas

En consecuencia, la política militar abarca todo lo relacionado con la dirección de las fuerzas armadas, las relaciones externas de la defensa, especialmente en el plano de la cooperación militar, del entrenamiento y de la integración y cooperación en el plano tecnológico.

La política de defensa da los parámetros generales en los que se inscribe la política militar, cuyos desarrollos son en cierta medida autónomos, especialmente en lo que dice relación con los niveles de decisión correspondiente.  Todo lo referente a los planes de guerra y la doctrina militar, que por su naturaleza requieren de la aprobación del nivel política, pero cuya definición y aplicación primaria corresponden al nivel estratégico-militar de la defensa.

Especial significación adquiere dentro de la política militar, la organización de la estructura militar superior, aquella que está directamente subordinada al Ministerio de Defensa o, en algunos países, directamente a la jefatura del Ejecutivo.

Debe existir una perfecta sincronía entre la política de defensa y la militar en términos de que éste deber ser la continuación y desarrollo natural de las directrices de la primera.  Esto ciertamente parece una tautología pero es evidente que en términos concretos, tales dicotomías son posibles.  Si ello ocurre con todo, la política de defensa tendrá una condición meramente declarativa y no será un instrumento idóneo de ejecución de la función de defensa.

b)  La Política de Adquisiciones Militares

Las adquisiciones militares, o más específicamente, las adquisiciones de sistemas de armas, constituyen una de las instancias de mayor perfil de la política de defensa.  Desde luego, tales adquisiciones demuestran, más que ninguna otra iniciativa, la voluntad del Estado de propender a su propia defensa, utilizando la fuerza de ser necesario.  Son el instrumento más explícito que tiene cualquier país (que solo posea armas convencionales) para demostrar su voluntad política eventual de utilizar la fuerza militar en defensa de su territorio o en apoyo a sus intereses internacionales o de su actividad diplomática.  En suma en muchos casos, las adquisiciones de sistemas de armas son el epítome del cumplimiento de la función de defensa.

En muchos países las adquisiciones de sistema de armas se materializan dentro de una política específica que y identifica y unifica las variables políticas, estratégicas, tecnológicas y financieras implícitas en tales procesos, igualmente tal política sistematiza los criterios de selección de tales sistemas y determina las autoridades y los procedimientos decisionales implícitos en tales iniciativas.

La política de adquisiciones militares es una política derivativa en cuanto es un elemento de apoyo a la ejecución de la política de defensa.  En esta óptica, esta política debe estar en concordancia con los parámetros generales de la política principal, en términos de constituir un efectivo cauce de implementación de aquella.  La política de adquisiciones militares además, debe ser concordante con la política exterior, en cuanto debe tomar en consideración los principios y fundamentos de ésta, en atención a la naturaleza eminentemente política de las compras militares.

c)  Actitud del Gobierno hacia las Fuerzas Militares

El tercer factor de implementación de la política de defensa es la actitud del gobierno, no del Estado, hacia las fuerzas militares.  Mientras que la política de defensa, en teoría, es una política de Estado, en cuanto debe existir consenso entre los principales actores políticos respecto de sus planteamientos principales y de los otros aspectos básicos de tal política, en este caso se trata de la actitud solamente del gobierno de turno hacia las instituciones militares.

Este tema está en la base de las relaciones civiles-militares, en cuanto es el gobierno el que normalmente genera el escenario primario para tal relación.  Esta actitud del gobierno se puede extender 1)  hacia el rol que a las fuerzas militares ocuparán en la sociedad, más allá de los términos constitucionales y legales en que tal participación esté concebida, 2)  a los criterios de promociones y ascensos de los oficiales de las instituciones militares, especialmente de los mandos superiores y 3) a las políticas salariales de las fuerzas armadas incluyendo los demás beneficios económicos.  Esta enumeración no es exhaustiva, pero los otros aspectos que pueden verse afectados por la actitud del Ejecutivo normalmente constituirán variantes o combinaciones de los enunciados.

La actitud del gobierno respeto de las fuerzas militares condiciona el cumplimiento de la función de defensa en la medida que genera el sustrato básico de la relación civil-militar la que de suyo tiene una importancia fundamental en la interacción entre los actores de la función. (q.v.)

La definición de la política de defensa es ciertamente una responsabilidad del Ejecutivo, en cuanto agente principal de su ejecución.  Tal proceso debe estar orientado a generar el mas amplio consenso posible entre los actores políticos respecto de los fundamentos y cuestiones generales de implementación de tal política.  Lo mismo es válido respecto de las políticas derivativas.

Sin embargo, mas allá de las consideraciones teóricas, es un hecho que en muchos países, la política de defensa no representa mas que un consenso muy general entre los referentes políticos:  después de todo, cuestiones tales como la independencia del país o la protección de sus fronteras no pueden ser desconocidas por ningún grupo político.  Sin embargo, los aspectos de aplicación de tal política varían considerablemente de un referente político a otro, y sin embargo aún en esos casos es posible identificar una política de defensa.  De ello se sigue que puede existir una política funcional sin que exista un alto grado de consenso a su respecto, especialmente en la ejecución de tal política.

Esto es especialmente aplicable a las políticas derivativas, en cuanto en éstas es posible advertir más la impronta del gobierno de turno por sobre las consideraciones que son motivo de acerbo político.  Además de la evidente excepción de la actitud del gobierno hacia las fuerzas armadas, la política de adquisiciones militares es la que más refleja la actitud del gobierno hacia la defensa, en cuanto subsume aspectos políticos (domésticos e internacionales) �financieros, tecnológicos, estratégicos y aún sociales, lo que otorga más campo para la pátina gubernamental que las demás políticas.

Una adecuada definición e implementación de la política de defensa y políticas derivativas desde luego favorece el cumplimiento de la función de defensa.  Además y ello es más relevante para los fines de este trabajo, facilita la identificación de los niveles de ejecución de tal función.

III  PARTE

La interacción de los actores de la defensa

A.  El Actor Primario de la Defensa:  el Ministerio de Defensa

1.  El Ministerio de Defensa:  organización y funciones

El actor principal en la ejecución de la función de defensa es el ministerio de defensa o agencia gubernamental que haga sus veces.  Es en esta agencia donde normalmente se concentrarán las potestades públicas para la dirección superior de la función, la implementación de la política de defensa en sus aspectos eminentemente políticos, la provisión de los recursos financieros y la relación civil militar primaria.

El ministerio de defensa como agencia gubernamental, ha tenido una evolución histórica importante, paralela a la de las demás agencias públicas.  La función de defensa ha estado incorporada a la estructura burocrática del Estado desde sus inicios y se ha perfeccionado a la par con el desarrollo de las instituciones políticas.  La identificación definitiva de la defensa como actividad exclusiva y excluyente del Estado ocurrió a mediados del Siglo XVIII al implementarse el concepto de ejército permanente como manifestación de fuerza y poder al Absolutismo.  Este concepto implica la idea de mantener grupos importantes de individuos armados, organizados y apertrechados sin un cometido militar singularizado - como puesto a ser reclutados para una campaña específica - sino para mantener la integridad del territorio del Estado, la protección de sus intereses y como expresión concreta del poder del soberano.

A su turno el tema del apertrechamiento militar permanente, asociado por cierto, al ejército permanente, tuvo efectos en el desarrollo mismo del concepto del Estado Moderno.  En efecto, con el nuevo ejército, la logística no pudo quedar entregada ya a la improvisación de la campaña ni la paga e las tropas reemplazada por el botín de guerra; así, la necesidad de recaudar y administrar los recursos monetarios para el equipamiento y paga de las tropas fue no de los mayores incentivos para el desarrollo de la burocracia pública, lo que afianzó definitivamente el concepto del Estado.

En la conceptualización comparada moderna, los ministerios de defensa tienen tres funciones básicas:  a)  son el eje de la relación política y las fuerzas militares, b)  la provisión financiera de la defensa y c) la definición e implementación de la política de defensa.

La primera función del ministerio, la relación política, se expresa de varias maneras.  Desde luego, es el ministerio la instancia donde se desarrolla la relación política primaria entre el gobierno y las fuerzas armadas.  El ministerio debe tener una estructura que asegure el ejercicio adecuado y oportuno de las potestades públicas implícitas en la función de defensa, y al mismo tiempo, dejar adecuados cauces de expresión a las competencias militares.  Al ministerio corresponde la dirección política de la defensa, en el nivel político mientras que es responsabilidad de las fuerzas armadas ejecutar la función en el nivel estratégico-militar, dentro de las potestades técnicas que les corresponden.

EL ministerio debe ser capaz de tomar decisiones tanto en el plano burocrático rutinario de la función sino muy especialmente en el ámbito de la “gran estrategia” propia del nivel político en la ejecución de la función de defensa.  Así, la autoridad política de la defensa debe estar en condiciones de ejercer un claro liderazgo, que va más allá de sus meras potestades jurídicas.  En la medida que las fuerzas militares no trasmite su modalidad orgánica de tomar decisiones al orden civil, tal liderazgo es crucial.

Este cometido político de los ministerios se expresa además, en el hecho que deben servir de elemento de equilibrio entre las fuerzas armadas en sus naturales y hasta saludables rivalidades internas.  A lo lago de la historia tales disputas han sido un fenómeno constante, cuya intensidad varia de un país a otro y se han manifestado por una pluralidad de razones, pero usualmente asociadas a visiones distintas de la realidad político estratégica del país, a concepciones militares divergentes o a cuestiones financieras.  En este escenario, el ministerio debe actuar como agente estabilizador que asuma las legítimas divergencias estratégicas y las convierta en opciones políticas y estratégicas viables que aseguren el cumplimiento de la función de defensa.

El segundo cometido relevante del Ministerio de Defensa dice relación con la provisión  financiera  de la función de defensa.    En muchos  países  el  gasto  en defensa es una partida muy significativa del presupuesto público, pero sus dimensiones son siempre de índole política y solo secundariamente financiera.  Ello amerita su tratamiento en las esferas políticas superiores de la defensa.

En el ámbito del financiamiento de la defensa, el papel del Ministerio es fundamental en cuanto agente proponente del nivel de inversión en defensa y además velar porque tales recursos sean efectivamente asignados a la función de defensa de un modo eficiente.  La segunda gran responsabilidad financiera del Ministerio, como se ha expresado, dice relación con la adquisición de sistemas de armas.  La tendencia actual es a centralizar todo el proceso decisional en el Ministerio, usualmente en una organización especial de éste.  Este sistema se enraíza además con la función estabilizadora del Ministerio, en cuanto debe velar porque la inversión de capital debe favorecer a la defensa en general y no a una Institución militar en particular.

El último tema asociado al Ministerio de Defensa es la formulación e implementación de la política de defensa.  Es el ministerio la agencia gubernamental encargada de proponer la definición de tal política y luego implementarla, en la forma ya analizada.

2.  El Ministerio de Defensa; la burocracia civil

El otro factor clave de funcionamiento del Ministerio de Defensa es la existencia de una burocracia civil que asegure el cumplimiento permanente de la función correspondiente.  La presencia civil en el Ministerio desde luego se manifiesta primeramente en las autoridades superiores del mismo; sin embargo, tales autoridades son inevitablemente temporales, dada su condición eminentemente políticas.  El cumplimiento de la función de manera eficiente requiere sin embargo de una burocracia civil permanente que asegure la continuidad y la memoria histórica de la organización.  Desde luego, tal burocracia interactúa además con los militares asignados al Ministerio, cuya destinación es también necesariamente temporal, en cuanto es una etapa en su carrera.

Esta burocracia debe tener una carrera funcionaria similar a la del resto de la administración pública, con algunas especificaciones y debe además poder  acce-

der a los cargos más altos del Ministerio, en igualdad de condiciones con los militares asignados a éste.  La existencia de esta burocracia es una cuestión fundamental en el adecuado funcionamiento del Ministerio y por su intermedio en una adecuada relación político-militar.

B.  La Coordinación Defensa-Relaciones Exteriores

Considerando la naturaleza eminentemente anárquica del sistema internacional, de antaño los estados han desarrollado políticas específicas para los fines de su interacción política con los demás integrantes de la comunidad internacional y para asegurar su supervivencia:  la política exterior y la política de defensa.  Ambas abarcan las formas más clásicas de actuar del Estado en el Sistema Internacional y constituyen sus instrumentos primarios de ubicación en éste.

En sentido estricto, el instrumento primario de la acción del Estado es la política exterior, en cuanto canaliza su acción con los demás integrantes del sistema.  Tal integración se desarrolla en una amplia gama de materias que van desde lo estrictamente político a lo valórico y cultural, lo económico y el comercio.  Así la política exterior y la diplomacia, su manifestación concreta, trascienden con mucho a la seguridad y sin embargo ambas se hayan estrechamente ligadas:  uno de los fines de la función de defensa es el apoyo a la actividad diplomática del Estado.

Desde luego lo expresado sugiere que ambas políticas deben definirse y ejecutarse en estrecha relación.    Esta es plenamente comprendido en las grandes potencias y en varias potencias medianas; no lo es tanto en muchos países del Hemisferio Occidental.  Tal coordinación se manifiesta en la existencia de agencias específicas de coordinación usualmente en los dos ministerios encargados de la ejecución de las dos políticas.  Por otra parte ambas requieren de un alto grado de consenso, de modo de contar con una igual legitimidad de ejercicio y en lo posible, con igual o similar permanencia en el tiempo.

El tema decisional aquí es crucial.  Tanto la política exterior como la política de defensa, en el nivel en que se coordinan, se inscriben en las cuestiones de “gran estrategia” en cuanto aluden a la inserción del Estado en el Sistema Internacional y por lo tanto las decisiones son aquella que corresponden naturalmente al nivel político.

La coordinación entre ambas políticas es una cuestión crucial en la adecuada inserción del país en el Sistema Internacional y es consecuencia consustancial a una correcta ejecución de la política de defensa.  Tal responsabilidad recae exclusivamente en el nivel político.

C.  La Relación Civil-Militar y la Función de Defensa

Finalmente se tiene que un adecuado cumplimiento de la función de defensa por parte del Estado requiere un nivel al menos funciones de la relación civil-militar o más precisamente, de la relación político-militar, tomada en sentido amplio.

La normalidad de tal relación, entre el Ejecutivo y las fuerzas armadas se manifiesta en varios aspectos.  Desde luego, en una óptica general una relación deficiente, cualquiera sea la causa, afectará inevitablemente la manera como el Estado ejecutará la función de defensa en una perspectiva amplia.  De igual modo tal condición dificultará la necesaria integración y coordinación que debe existir entre los distintos niveles de responsabilidad en la ejecución de la función, especialmente en aquellas áreas en tal coordinación es más crucial, en cuanto la ejecución de la función importa elementos políticos y militares que deben actuar de consumo, como por ejemplo, las adquisiciones militares.

Por otra parte, la armonía entre el nivel político y el nivel estratégico-militar se extiende igualmente al Congreso, en cuanto las potestades de esta corporación en relación al ejercicio de la función de defensa así lo sugieren.  La provisión de fondos para la ejecución de la función requiere un necesario conocimiento técnico sobre los aspectos tecnológicos y militares implícitos en la función; ello requiere al menos en parte, el concurso de las fuerzas armadas (sin perjuicio de la asesoría técnica permanente del Congreso o de sus comisiones de defensa) pero tal concurso es más difícil en una atmósfera política enrarecida.  A su turno, la labor fiscalizador inherente al Poder Legislativo también requieren un nivel adecuado de relación político-militar de modo de habilitar al  Congreso  para cumplir ecuánimemente este cometido y evitar una casi natural tendencia a excesos si existe una relación compleja o altamente politizada.

Fluye de lo expresado la extrema conveniente de que exista una buena relación político-militar como anecedente de una adecuada y funcional ejecución de la política de defensa.  Tal relación armónica es otro elemento fundamental en una adecuada división de las responsabilidades inherentes al ejercicio de esta función.
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